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1- Introducción

Desarrollos recientes en el estudio de la administración pública  sugieren que hay razones para creer que los diseños institucionales específicos que componen el sistema político democrático –entre ellos el Estado- afectan su desempeño (Przeworski y otros, 1998: 73); por lo que se debe tender a la creación de óptimos mecanismos institucionales de vinculación entre la sociedad y el Estado capaces de superar el actual estado de crisis en que se encuentra esta relación debido a los fenómenos de corrupción, ineficiencia de las políticas públicas y la opacidad en la toma de decisiones.

Dentro de los campos de la ciencia política y de la administración pública ha surgido en el último cuarto del siglo XX un profundo debate sobre los problemas asociados con la crisis de una forma particular de Estado, altamente centralizado, burocratizado, deficitario y escasamente representativo de la sociedad y del sistema político que lo constituye. 

Ello produjo en ámbitos académicos, políticos y sociales, una mayor demanda por mejorar la eficiencia, eficacia y afianzamiento de la democracia iniciando un proceso de profunda transformación en el aparato del Estado y su administración pública con el objetivo de elevar sustancialmente su legitimidad y capacidad de gestión. 

Algunos resultados de este proceso muestran que en la gran mayoría de los países de América Latina se constata, desde la década del ochenta, un creciente desarrollo de la participación ciudadana en políticas públicas. 

Particularmente en Argentina, a partir de las Reformas del Estado que se inician a fines de los ´70 y se profundizan en los ´90, el Estado nacional comienza a transferir buena parte de los servicios públicos y competencias a los gobiernos provinciales y éstos a su vez a sus municipios en un marco de descentralización y mayor participación ciudadana como uno de los factores de la consolidación del sistema democrático. 

Las provincias y municipios fueron adquiriendo nuevas funciones y tareas en la prestación de servicios que contribuyeron a la reproducción social en  ámbitos regionales y locales. Además, la demanda por mayor participación en la definición de políticas públicas prefiguró para estos estados nuevos desafíos que impactaron fuertemente sobre su estructura institucional.

La provincia de Río Negro fue protagonista de las tendencias registradas en la región, lo cual implicó un proceso de descentralización y apertura a la participación ciudadana en políticas públicas. Los diseños institucionales de estos niveles de gobierno fueron afectados por novedosos modelos que intentaron procesar los desafíos para la toma de decisiones colectivas. 

El eje central de la participación giró en torno a la creación de nuevos mecanismos institucionales –Consejos sectoriales y territoriales, audiencias públicas, plebiscito, referéndum, iniciativa popular, Entes de participación para la promoción y el Desarrollo, entre otros - para potenciar capacidades decisionales  y de gestión en ámbitos locales  y comunitarios. 

Está claro que la institucionalización formal –jurídica y normativa- de ámbitos participativos no garantiza por si mismo ni los objetivos propuesto por las políticas como así tampoco una nueva relación de solidaridad entre el Estado y la sociedad. 

Precisamente el objetivo de este trabajo esta dirigido a indagar en el ámbito provincial cuáles son, qué características poseen y qué modalidades asumen los diseños institucionales para la participación ciudadana en Río Negro. 

2. Las instituciones y su diseño
Desde una versión renovada
, el estudio de las instituciones resulta relevante en la medida en que nos puede permitir  llegar a comprender, de mejor manera, no solo las instituciones tradicionales, sino también las prácticas políticas y las reglas, procedimientos, organizaciones y demás variables que integran el sistema político y que tienen una influencia en las relaciones sociales, en el comportamiento individual y en la estabilidad o inestabilidad de los gobiernos o del propio sistema político y social (Montecinos, 2005) 

Para el enfoque neoinstitucional, las instituciones proporcionan maneras de actuar por medio de las cuales la conducta humana es modelada y obligada a marchar de una determinada manera (Goodin,1996) y le concede una atención especial a los mecanismos a través de los cuales, individuos y organizaciones, toman decisiones colectivas. 
En este sentido, resulta relevante el estudio del papel que desarrolla el Estado como principal agencia productora de leyes, es decir, aquella capacidad que tiene para controlar las acciones y elecciones de los demás (Goodin, 1996).

La existencia y el particular diseño de algunas instituciones, como por ejemplo el  de la participación social en la gestión pública, hacen posible que tal proceso se vuelva más o menos posible. 
Desde esta perspectiva, las instituciones al establecer las reglas del juego, también afectan el desempeño de los actores y la dinámica de los procesos sociales y políticos, dado que incorporan y excluyen, es decir, establecen quienes en base a qué recursos, demandas y procedimientos son aceptados como legítimos en un proceso de decisiones para alcanzar determinados resultados. 
De esta manera, los diseños institucionales de participación ciudadana fijan procedimientos, poderes, competencias y estructuras que se transforman en incentivos para iniciar o no procesos participativos y facilitan u obstaculizan la participación social de la comunidad organizada en la decisión pública.  
Así, podemos decir que las instituciones y su diseño, pueden contribuir a mejorar el desempeño de una sociedad dada pero también a empeorarlo, ya que se pueden producir importantes sesgos económicos, sociales y políticos que afectan negativamente a grupos o sectores persistiendo instituciones ineficientes en la sociedad en general.

3. La participación ciudadana en la gestión pública
Una visión integral de la participación ciudadana en la gestión pública nos remite a considerarla desde al menos tres dimensiones: 

La participación como proceso social, en donde múltiples actores intervienen con distintas grado de fuerzas e intereses y supone el conflicto, por lo que muchas veces constituye una actividad organizada, racional y consciente de un grupo social para alcanzar objetivos comunes (económicos, sociales o políticos) para influir directa o indirectamente en la toma de decisiones y tomar parte en los procesos de planeación y acción del gobierno.

Como proceso político implica la intervención directa de la ciudadanía en actividades o asuntos públicos, tradicionalmente reservadas al Estado. Se trata de la influencia o incidencia de la ciudadanía en la toma de decisiones, especialmente, en lo relativo a la definición de la agenda pública. 
Como proceso administrativo significa intervención ciudadana en la formulación de las políticas públicas, en la  producción de bienes y servicios y en el control de la  acción del gobierno. De esta manera, es una actividad que intenta  influir sobre la acción del gobierno; afectando la formulación o implementación de las políticas o, indirectamente, influyendo sobre la elección de las personas que hacen esas políticas.  

Integralmente, el concepto de Participación Ciudadana amplía la concepción tradicional de sufragar para ser “representado” por  los gobernantes, a una participación entendida como la incorporación de la sociedad civil en la gestión de las políticas y programas públicos. 
Esto lleva implícito una relación de cooperación entre sociedad  y quienes actúan en la Administración del Estado que debe ser reflejado en marcos institucionales duraderos. 

Por otra parte, la gestión pública puede definirse como el conjunto de políticas, programas y acciones que realiza el Estado (central, provincial o municipal) para satisfacer las necesidades públicas. 
La administración pública es el medio para relacionar las actividades del estado con la sociedad. Esta vinculación se da a partir de los marcos institucionales que el propio Estado instituye, por lo que el diseño de esos marcos juega un papel central en los modos que adquiere esta relación. 

Los diseños institucionales son marcos jurídicos-normativos que definen el tipo de administración pública e involucra el reclutamiento y manejo del personal,  provisión y distribución de recursos, sistemas de contabilidad, administración, gestión, control, autoridad y toma de decisiones, que se manifiestan en reglas duraderas y estables, por lo que el estado se constituye en un proveedor y garantizador de instituciones administrativas (Prats, 1999). 

Como institución, la administración pública es el conjunto de valores, principios y normas –formales e informales- que pautan el acceso, la promoción, la retribución, la responsabilidad, el comportamiento general, las relaciones con la dirección política y con los ciudadanos y, en general, todos los aspectos de la vida funcionarial considerados socialmente relevantes.

Los diseños  institucionales de participación social están modificando las modalidades de administración pública hacia una institucionalidad que incorpora los valores democráticos como un elemento fundamental. La construcción de nuevos procesos que instituyen estos diseños, principalmente aquellos que implican interacción de actores sociales y estatales, toma de decisiones colectivas y el tipo de control social democrático de los servicios, permiten mejorar los rendimientos de actuación del estado en este campo.

4- Tipología de los mecanismos de participación ciudadana
Teniendo en cuenta las consideraciones expresadas anteriormente y las fuentes analizadas para el espacio provincial rionegrino, intentaremos a continuación proponer un marco explicativo de los diseños institucionales de participación ciudadana que recoge las tres dimensiones aludidas.

Desde la dimensión social, los diferentes diseños convocan en distintos niveles, a participar a los actores que forman parte de la base social local y que actúan como individuos o colectivo. 

Los mecanismos de base individual ponen su énfasis en la capacidad de reflexión y de diálogo de los ciudadanos comunes y  pretenden dotarlos de la información, el entorno y el tiempo necesarios para permitir que pueda participar aportando sus necesidades y su sentido común.

Al interior de los mismos podemos identificar los Intensivos basados únicamente en la búsqueda de la información y la deliberación ciudadana, bajo las fórmulas en que colectivos reducidos de ciudadanos se vinculan a procesos concretos de elaboración de políticas y toma de decisiones.

Los extensivos: consiste en la selección de los participantes que los convierta en una muestra representativa de la sociedad. Pretende incorporar al máximo número posible de personas.

Por otro lado tenemos los mecanismos de base colectiva, cuya finalidad es establecer un canal formalizado de interlocución y diálogo con representantes de grupos o comunidades más o menos reconocidos. 
Estos diseños pretenden tener un carácter estable, con una determinada composición donde sus miembros pueden ser elegidos directamente por los ciudadanos, designados por los partidos políticos, por el gobierno o en representación de asociaciones.

Podemos distinguir dentro de este grupo mecanismos sectoriales o territoriales.
Los primeros comparten intereses debido a su pertenencia a un colectivo concreto o a su interés por determinada temática. Actúan como interlocutores permanentes del gobierno en cada temática específica y prestan especial atención a grupos que pueden carecer de voz o que pueden contar con una voz muy minoritaria en los instrumentos territoriales (minorías étnicas, niñez, etc.)

En los territoriales los actores son convocados por compartir la residencia en un territorio determinado.
Por último, podemos identificar los mecanismos mixtos, es decir aquellos que compatibilizan la presencia de entidades y personas en un mismo canal participativo.
Desde la dimensión política, los diseños dotan a los actores con diferentes niveles de incidencia para la toma de decisión colectiva. Todos los niveles están relacionados, aunque es posible sostener que cada uno implica una cuota mayor de conciencia acerca de los derechos y responsabilidades que nos caben como ciudadanos, de conocimiento acerca de las políticas que afectan nuestra calidad de vida, y de compromiso con los requerimientos que supone la acción colectiva
.
En un primer nivel, podemos identificar aquellos en los que los ciudadanos participan en procesos de información, opinión, asesoramiento y/o consulta: implica contar con información necesaria para que los actores sociales puedan presentar sus posiciones, canalizar sus requerimientos y sugerencias.

En un segundo nivel, los actores están dotados para tomar decisiones, lo cual implica tener voz en las opciones y las alternativas de solución. Supone que las opiniones y posiciones de los actores sociales tienen un poder vinculante con las decisiones que se toman, ya sea a través del consenso, la negociación de intereses u otro medio de resolución de problemas.

Por último la incidencia puede llegar al nivel de control de la actividad pública, como el seguimiento de las políticas, desempeño de instituciones, funcionarios y/o gobernantes. Significa acompañar el proceso de implementación y asegurarse que los resultados que se alcanzan coincidan con las metas y objetivos establecidos para todos ellos.

En tanto dimensión administrativa, la participación ciudadana incluye aspectos relativos a las fases del ciclo de la política pública: diagnóstico, constitución de agenda y formulación; gestión e implementación; y evaluación. 
En la primera fase los diseños institucionales permiten la identificación de un problema público y su instalación en la agenda, es decir, en el listado de temas que son considerados prioritarios y que merecen una especial atención por parte de los tomadores de decisión. Se debate el problema y se exploran las posibles soluciones, llegando en algunos casos a la formulación de propuestas legales para ser implementadas. 
Otros diseños avanzan sobre la fase de gestión e implementación de políticas, erigiéndose en ejecutores de sus propias decisiones, participando activamente en la producción de servicios públicos.
La evaluación tanto de las políticas públicas, las instituciones como así también el desempeño de gobernantes y funcionarios como una fase del ciclo de la política pueden ser sometidos a procesos de control. En este caso los diseños otorgan a los ciudadanos –directa o indirectamente- un poder de contralor para que los mismos rindan cuenta de los resultados alcanzados o revean los objetivos de gestión originalmente planteados.
De esta manera, las tres dimensiones pueden ser apreciadas recursivamente en el siguiente cuadro:
Cuadro 1: Diseños institucionales de participación ciudadana en la provincia de Río Negro: Tipología
	Fases del ciclo de la Política
	Niveles de Participación 
	Nivel de incidencia

	
	Individuales
	Colectivos
	Mixtos 
	

	
	Intensivos
	Extensivos
	Sectoriales
	Territoriales
	
	

	Diagnós-tico – Agenda

Formulación
	Iniciativa Parlamen-taria
	Espacio de definición de prioridades
	Consejos  consultivos Temáticos (culturales, de género, económicos)
	Consejos descentrali-zados
	Planifica-ción estratégica
	Información, asesoramien-to, opinión y consulta

	Gestión e implementación
	Participa-ción voluntaria en programas 
	Gestión conjunta de servicios
	Consejos de servicios sociales
	Consejos locales de servicios sociales y económicos
	Gestión asociativa de servicios
	Toma de decisión

	Evalua-ción
	Órganos e instrumen-tos de control
	Instruyen-tos de democracia semidirecta


	Organizacio-nes sociales sectoriales asignadas
	Organizacio-nes sociales territoriales asignadas
	Audiencia Publica


	Control


Fte.: Elaboración propia en base a información recopilada.
5.- Análisis de los diseños institucionales en la provincia de Río Negro y sus Municipios

5.1.- Niveles de participación individual 
Dentro de este grupo dos son los instrumentos centrales: la Banca Ciudadana y la Iniciativa Popular. Estos propician la participación en la etapa del diagnóstico / formulación de la política pública de manera individual - intensiva, es decir de ciudadanos directamente involucrados en una temática, permitiendo la opinión y consulta como incidencia en el proceso de toma de decisiones.

En el caso particular de la Iniciativa Popular, como mecanismo consagrado en las cartas magnas de todos los niveles de gobierno, permite al ciudadano proponer la sanción o derogación de una norma. Presenta dos limitantes: por un lado, no permite la inclusión de determinados temas (presupuestarios, impositivos, etc.), y por otro, si bien es un mecanismo que puede ser utilizado de manera individual, requiere el aval de un determinado porcentaje del padrón electoral.

Por su parte, la Banca Ciudadana no ha sido institucionalizada en el nivel provincial de gobierno. Sólo en dos municipios (Campo Grande y Contralmirante Cordero) que sancionaron sus Cartas Orgánicas sobre fines de la década del ‘90 y principios del 2000, se les ha dado un rango especial, y en otros ha sido presentada como proyecto (Viedma, 2004). Este mecanismo intenta fomentar la participación de los ciudadanos en las deliberaciones gubernamentales, constituirse en un medio ágil y permanente para la recepción de propuestas, denuncias y opiniones de la comunidad.

En cambio, la Audiencia Pública Municipal y el Presupuesto Participativo constituyen instrumentos cuya utilización aún de base individual tiene un carácter extensivo.
El primero de ellos, ha sido consagrado en las cartas magnas de tres de los 27 municipios de la provincia (Viedma, Campo Grande y Fernández Oro). Básicamente es utilizado por los gobiernos locales para consultar a la ciudadanía sobre temas de interés público. En el caso particular de la ciudad de Viedma, posee carácter consultivo y no vinculante.

El segundo de estos instrumentos es un mecanismo cuyo principal objetivo es la democratización de la gestión pública e intenta constituir un canal directo para que los ciudadanos definan las prioridades de la ciudad en materia de asignación de recursos y fijación de gastos. Cabe aclarar que tanto en el ámbito provincial como en el municipal sólo existe en su etapa de proyecto.

En la fase de la gestión e implementación de las políticas públicas no hemos podido identificar ningún instrumento de participación ciudadana que pueda ser utilizado de manera individual (ya sea intensiva o extensiva) con la finalidad de incidir en el proceso de toma de decisiones propiamente dicho.

La Revocatoria de Mandato, la Defensoría del Pueblo y la Fiscalía de Investigaciones Administrativas se presentan como instrumentos a los que los ciudadanos pueden recurrir de manera individual - intensiva. 

Las Cartas Orgánicas municipales reconocen el derecho de revocatoria del mandato de cualquier funcionario municipal electo por ineptitud, negligencia o irregularidad en el desempeño de sus funciones. En todos los casos se requiere el aval de un porcentaje del padrón electoral municipal, que varía entre el 2% y el 20% del mismo. 

Por su parte, la figura del Defensor del Pueblo, posee rango constitucional y la ha instituido sólo el Municipio de Campo Grande. Su objeto fundamental es la defensa y protección de los derechos, garantías e intereses concretos y difusos, individuales y colectivos de los ciudadanos frente a los actos, hechos u omisiones de la administración pública, que impliquen un ejercicio ilegítimo, irregular, abusivo, arbitrario o negligente de sus funciones.

La Fiscalía de Investigación Administrativas junto con el Defensor del Pueblo y el Tribunal de Cuentas constituyen los tres órganos de control externo consagrado en la Constitución Provincial. 

El primero de estos órganos tiene como función la promoción de las investigaciones de las conductas administrativas de los funcionarios y agentes de la administración pública, de los entes descentralizados, autárquicos, de las empresas y sociedades del Estado o controlados por él. Le corresponde a la Defensoría del Pueblo la defensa de los derechos individuales y colectivos frente a los actos, hechos u omisiones de la administración pública provincial. Supervisa la eficacia en la prestación de los servicios públicos. De advertir infracciones o delitos en materia administrativa, da intervención al Fiscal de Investigaciones Administrativas. Sus funciones son reglamentadas por ley y su actuación se funda en los principios de informalismo, gratuidad, impulsión de oficio, sumariedad y accesibilidad.

De igual manera, el Referéndum y la Consulta Popular se constituyen en mecanismos aptos para ser aplicados en la evaluación de las políticas públicas de manera individual - extensiva.

En el nivel provincial, la normativa reglamentaria de estos mecanismos es bastante escueta. En el nivel municipal se ha avanzado explicitando cuestiones referidas a su implementación. 

En estos mecanismos las variantes giran en torno a dos cuestiones: es obligatorio su uso para el poder ejecutivo en determinadas acciones (Reforma de Carta Magnas) y la otra, está relacionada con el cómputo de los votos del proceso para considerarlo aprobado. Aquí se presentan dos opciones: la más utilizada, la simple mayoría de los votos válidos emitidos, la otra más exigente, refiere al 50% del padrón electoral.

Una vez aprobada la temática que se somete a consideración popular su cumplimiento es siempre de carácter obligatorio por las autoridades municipales.

Los gobiernos municipales podrán consultar al electorado sobre asuntos que, por su importancia excepcional, magnitud o sorpresividad, puedan afectar la convivencia municipal. Tales consultas se resolverán por Ordenanza. Solo tendrán carácter vinculante cuando así lo establezca la convocatoria, en cuyo caso requerirá el voto de los dos tercios (2/3) del total de los miembros del Concejo Deliberante.
Los Municipios de Chichinales y el de Sierra Grande lo han instituido en sus Cartas Orgánicas, considerando los mismos aspectos que el Municipio de Viedma. Es posible que los demás Municipios de la provincia lo hayan establecido mediante Ordenanzas.

5.2. Niveles de participación colectiva
En el nivel de participación colectiva encontramos que los diseños institucionales se pueden distinguir según sean de base sectorial o territorial.

Dentro de los primeros, podemos mencionar a aquellos que bajo la figura de Consejos intervienen en la realización de diagnósticos, la constitución de la agenda pública y/o en la formulación de las políticas públicas, relacionados con alguna actividad productiva (de Desarrollo Económico, Turismo, Cunicultura, Lúpulo, Cooperativo, Mutual, de Radiodifusión. de Mecenazgo, etc.) o a aquellos relacionados con la defensa y promoción de derechos (del Discapacitado, de la Juventud, de la Mujer, de Becas, de Deportes y Recreación, Indígena, entre otros.)

En lo que respecta a su forma de constitución, la mayoría incluye a representantes de los organismos públicos relacionados con la temática (con preponderancia del Poder Ejecutivo, y sólo algunos del Poder Legislativo),  de la actividad organizada, productores, de los municipios involucrados, trabajadores del sector y organizaciones de la sociedad civil. 
En este marco, su accionar se concentra en la incidencia a través de asesorar y proponer políticas para el sector, propiciar la participación activa de los sectores involucrados en la elaboración, coordinación y ejecución de programas y acciones en la materia, asesorar y asistir técnicamente a organismos públicos y privados, y el seguimiento de la aplicación de alguna ley específica sobre la temática y/o el sector productivo.

Los mecanismos de participación de base colectiva y ámbito de actuación Territorial incluyen organizaciones como los Consejos Zonales de Salud Pública y  los Consejos Locales de Seguridad Ciudadana.

Las funciones y la conformación de los mismos no difieren sustancialmente con respecto a los consejos sectoriales, sino por su anclaje en un territorio provincial determinado, que le hace las veces de límite a su campo de actuación.

Una mayor diversidad de diseños institucionales de base colectiva se presentan como propicios para intervenir en la fase de gestión e implementación de las políticas públicas.

Así encontramos al Consejo Provincial de Educación y al Consejo Provincial de Salud Pública agrupados por su carácter sectorial o temático específico, como los cuerpos colegiados con representación de todos los actores involucrados encargados de garantizar estos dos derechos consagrados en la Constitución Provincial a través de planificar, programar, fiscalizar, coordinar y evaluar acciones. 

Le compete a los Ministerios de Salud  y Educación asistir al Gobernador en todo lo atinente a su temática y, en particular: entender en la determinación de los objetivos y políticas del área de su competencia; ejecutar los planes, programas y proyectos ; en el desarrollo, administración y control de programas integrales; y a la planificación y control de la prestación de servicios en todo el ámbito de la provincia; en todos los aspectos inherentes a la regulación, registro y control del funcionamiento de las organizaciones públicas o privadas que prestan estos servicios.
Clasificados por su ámbito de actuación territorial encontramos a los Consejos Locales de Salud Pública, a los Consejos Institucionales de Escuelas, al Consejo Municipal de la Mujer, a los Entes de Desarrollo de diversas regiones y a las Agencias Locales de Desarrollo.

La conformación de estos órganos  no difiere de los previstos para la participación colectiva en general. Tanto los Entes como las Agencias Locales atienden principalmente cuestiones relacionadas con el desarrollo económico - productivo de su ámbito de influencia (regional o local): planificación integral, estudio, proyección, ejecución, coordinación y control de la realización de obras y trabajos públicos; diagnósticos y relevamiento de los recursos económicos y sociales de la región, promoción de iniciativas públicas y privadas de inversión productiva, y participación en la regulación del uso de los recursos naturales con que cuenten.

En el caso particular de las Agencias Locales forman parte de la Red de Agencias de Desarrollo Productivo (Provincial y Nacional) constituyéndose en herramientas para la dinamización de las economías regionales, basando sus actividades en un plan consensuado con los distintos actores públicos y privados tendientes al logro del desarrollo económico competitivo con generación de empleo y sustentabilidad ambiental.

5.3. Niveles mixtos de participación 
En esta clasificación incluimos a los Planes Estratégicos y a las Audiencias Públicas de orden provinciales.

El primero de estos diseños, se hace presente la fase de diagnóstico y constitución de la agenda pública en donde intervienen diversos actores (económicos, políticos, sociales, etc.) con la intención de reconocer las fortalezas y oportunidades para un ámbito determinado y pensar en conjunto posibles alternativas de desarrollo de manera consensuada y común. El nivel de incidencia gira en torno a la opinión y la consulta.

Por su parte, las Audiencias Públicas se encuentran en la fase de la evaluación de las políticas públicas. En el ámbito provincial la Audiencia es concebida como una instancia de expresión y/o reclamo colectivo de los usuarios de servicios públicos ante los Entes Reguladores, o en el proceso de toma de decisiones del Poder Ejecutivo. Su efecto es consultivo y no vinculante. Para su uso se debe invocar un derecho o interés simple, difuso o de incidencia colectiva relacionado con la temática objeto de la audiencia.
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� Nos estamos refiriendo al neoinstitucionalismo que como perspectiva de análisis incorpora dimensiones teóricas renovadas para retomar y realzar las raíces institucionales del comportamiento político, en donde la acción colectiva cobra relevancia por sobre el comportamiento individual. La nueva versión del institucionalismo se inicia a partir de la obra de March y Olsen ( 1984) y luego en otros escritos (1989; 1995)
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